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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PUEDE INTERPONERSE RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN.
… reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución”. (…)
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, es claro que el amparo impetrado se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero veintidós del dos mil diecinueve   
Expediente 66001-22-13-000-2018-01186-00 


Acta No. 12 del 22 de enero del 2019 
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por David Ricardo Cuervo Tabares  contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados, Ángela María Echeverry Ossa, David Ezeriguer Sánchez, Magda María López Sánchez y el Victoria Centro Comercial P.H.
ANTECEDENTES

David Ricardo Cuervo Tabares, presentó esta acción de tutela por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso, que estima conculcado, dentro del proceso de restitución de tenencia radicado con el número 66001-31-03-004-2017-00234-00, al que asistió en calidad de demandado. 

Del extenso recuento fáctico, se extractan los siguientes hechos, relevantes para la resolución del caso: 
  Explica el actor que él y la señora Ángela María Echeverry Ossa fueron demandados por Victoria Centro Comercial Regional P.H.,  para la restitución de un inmueble cuya explotación comercial fue pactada mediante un contrato privado de concesión de área común; el fundamento de la demanda fue un contrato que, de consuno, había sido invalidado por las partes 5 años atrás, en el que, si bien él aparecía como cesionario, lo cierto es que en otro, que dejó sin efectos el primero, quedó establecido que la única cesionaria era la señora Ángela María Echeverry Ossa, situación que debido a una ineficiente defensa técnica, no fue exhibida en el trámite que culminó con una sentencia desfavorable a sus intereses, la que en la actualidad sirve como base de recaudo en un proceso ejecutivo que en su contra inició la citada propiedad horizontal y por el cual pesan medidas cautelares sobre sus bienes. 
Con la demanda allegó copia de algunas piezas del expediente objeto de análisis y de los contratos de concesión a los que hizo referencia en el escrito, posteriormente arrimó la respuesta a un derecho de petición a la que se anexaron documentos contables y jurídicos relacionados con la relación contractual
. 
Se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo.

La representante legal del Victoria Centro Comercial Regional P.H. hizo mención a la falta de legitimación en la causa del accionante, quien el 30 de noviembre del año 2018, en la diligencia de entrega de la zona común en la que funcionaba el establecimiento de comercio, aceptó que no tenía ningún interés en el porceso porque, según informó, había realizado una negociación interna con Ángela María Echeverry Ossa; dijo que aun si hubiera sido asistido de manera idónea por sus abogados, no se hubiera impedido el lanzamiento, porque estaba en mora desde el 13 de noviembre del año 2016; pidió denegar las pretensiones del amparo.
David Ezeriguer Sánchez, informó con detalle la asesoría jurídica que le prestó al accionante y a la señor Ángela María Echeverry Ossa, que la demanda no fue contestada debido a que los demandados no aportaron unas pruebas que les fueron solicitadas, sin las cuales era imposile proponer medio exceptivo alguno; consideró que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para resolver la inconformidad del accionante, porque la nulidad que insinúa no fue alegada en el proceso y contra la sentencia que se profirió en la restitución procede el recurso extraordinario de revisión.  

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude el señor David Ricardo Cuervo Tabares a este especial mecanismo, porque a su juicio, durante el trámite y en la sentencia que se profirió en el proceso de restitución de tenencia de marras, se violentó su derecho fundamental al debido proceso, en esencia, porque no tuvo una idónea defensa técnica. 




Para el análisis del caso, es menester recordar que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, es claro que el amparo impetrado se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”





Y es que en este preciso asunto el accionante manifiestó: “Aprovecho para mencionar, que actualmente cursa proceso penal en contra de los Representantes de la Copropiedad y de sus apoderados debido a la forma fraudulenta como han venido actuando, pues decidieron sobreponer un de[s]controlado ánimo de beneficio a sus deberes de lealtad, verdad y honradez, en perjuicio de la sagrada misión de administrar justicia que los operadores judiciales deberían poder cumplir”. (f. 4)
De ahí que tal suceso encuentra respuesta en el artículo 355 del CGP, que trae causales expresas para incoar el recurso extraordinario de revisión, que como se verá, es idóneo para obtener el resultado que el aquí libelista busca. En efecto, la norma en cita enseña que es causal de revisión, entre otras: 

“6. Haber existido colusión u otra maniobra fraudulenta de las partes en el proceso en que se dictó la sentencia, aunque no haya sido objeto de investigación penal, siempre que haya causado perjuicios al recurrente.”

La Corte Constitucional se ha encargado de exaltar la importancia del aludido recurso en el ordenamiento jurídico, cuyo fin es revertir los injustos efectos de una sentencia ejecutoriada.  

“En múltiples ocasiones la Corte Constitucional ha establecido la finalidad que cumple el recurso extraordinario de revisión, como excepción al principio de cosa juzgada propio de las sentencias ejecutoriadas, es permitir enmendar los errores o irregularidades cometidas en determinada providencia, para que en aplicación de la justicia material, se profiera una nueva decisión que resulte acorde al ordenamiento jurídico. Es así como el legislador ha previsto el recurso de revisión para los procesos adelantados ante las jurisdicciones civil, penal, laboral, y contencioso administrativo, como medio extraordinario para cuestionar la validez de las sentencias ejecutoriadas, cuando sea evidente que en ellas se cometieron errores o ilicitudes que hacen de la providencia un pronunciamiento contrario a derecho. 


(…)

En ese orden de ideas, el recurso extraordinario de revisión constituye un instrumento viable para proteger el derecho al debido proceso, siendo la instancia propicia para que se examine la pretensión de la parte actora, por lo que no corresponde a esta Corporación decidir si prosperaría o no la pretensión de quien instaura la tutela, porque se entraría al estudio del fondo de lo alegado, lo cual escapa a la competencia de la Corte Constitucional.

Así, en principio, el ciudadano debe esperar a que la autoridad judicial competente se pronuncie de fondo acerca de la procedencia o no de la causal de revisión, ya que dicho mecanismo constituye un medio de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección de los derechos fundamentales de la accionante. Por consiguiente, la acción de revisión que habrá de surtirse ante la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, constituye el escenario natural donde se pueden ventilar las circunstancias reseñadas en la acción de tutela bajo las causales taxativamente previstas en la legislación procesal, aportar las pruebas que considere necesarias y brindar los elementos de juicio indispensables para demostrar que efectivamente al momento de dictarse sentencia que considera atentatoria de sus derechos fundamentales.” 

Debe señalarse que la regla de la subsidiariedad puede romperse, al tenor de esa misma norma, cuando media un perjuicio irremediable; dicho menoscabo se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, condiciones todas que el actor debe acreditar, pero que en este asunto ni siquiera se insinuaron. 





Tampoco el reproche que se funda en la presunta indebida gestión que sus abogados realizaron en el asunto, podría derruir el trámite de restitución de tenencia que se cita. 




Para aclararlo, vale la pena recordar lo que la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia enseña
, en relación con el defecto procedimental absoluto derivado de la ausencia de defensa técnica: 





En un asunto de similares contornos jurídicos, la Corte  sostuvo que: «(…) no se puede «dejar de lado que el apoderamiento no entraña el desentendimiento del interesado de los actos procesales, pues está claro que los derechos en disputa son los suyos» (Providencia de 29 de enero de 2007, Exp. T. N°. 00282-01), ni tampoco puede perderse de vista que «existe en cabeza de los sujetos procesales el deber de vigilancia y control que sobre la gestión de su mandatario ha de ejercer la parte interesada» (CSJ STC 10 may. 2011, rad. 00365-01, reiterada en STC13840-2015, 8 oct., rad. 00224-01).





En similar sentido la Corte advirtió que «la eventual negligencia del profesional no sirve como descargo, ni habilita el escrutinio desde una perspectiva meramente subsidiara como la que atañe a este mecanismo, lo que no obsta para que, si a bien lo tiene, el gestor acuda ante las autoridades competentes, aunque desde luego asumiendo la responsabilidad de sus inculpaciones» (CSJ STC214-2016, 21 ene. 2016, rad. 2015-02887-01). (Se destaca)





La lectura de los resaltados basta para abatir las acusaciones que se formularon sobre la indebida de representación judicial en el proceso, porque ella, es obvio, no estriba en un error atribuible a la jueza, ni durante el trámite, ni al proferir la sentencia.





La funcionaria procedió de conformidad con reglas que rigen el proceso de restitución de tenencia objeto de estudio, en el que, ante la ausencia de oposición a la demanda, se debía proferir sentencia ordenando la restitución, (Art. 384 y 385 del C.G.P); es imposible exigirle al despacho activismo probatorio, cuando nunca tuvo conocimiento de los presuntos artificios que ahora se exhiben, máxime cuando, según informó uno de los mandatarios judiciales citado al trámite, fueron los demandados, quienes omitieron aportar material probatorio necesario para la estructuración de la defensa (f. 55).

Como así fue, no debe olvidarse que para que se configure un defecto procedimental absoluto, según la Corte Constitucional
, deben superarse las siguientes eventualidades: 





4.2.3. Los criterios que se deben tener en cuenta para establecer si existió un defecto procedimental son: (i) que en el transcurso del proceso no haya sido posible corregir la irregularidad procesal; (ii) que el  desconocimiento procesal afecte de manera grave el derecho al debido proceso y tenga repercusiones en la decisión de fondo;  (iii) se requiere que el error producido no sea imputable al afectado
, y (iv) se omita cumplir los principios mínimos del debido proceso señalados en la Constitución, principalmente, en los artículos 29 y 228
. (Se destaca).




Bastan las consideraciones planteadas para declarar, como se hará, la improcedencia del amparo deprecado.




Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales del actor. 




DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara la IMPROCEDENCIA la acción de tutela impetrada por David Ricardo Cuervo Tabares  contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local.
Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
         DUBERNEY GRISALES HERRERA  

Ausencia justificada 



Aclaración de voto
� Reposan en el cuaderno de anexos. 


� Sentencia C-543-92


� Sentencia T- 291-14


� Ibídem.


� Sala de Casación Civil Corte Suprema de Justicia Magistrado Ponente LUIS ALONSO RICO PUERTA STC11374-2018 del 6 de septiembre de 2018. 


� Sentencia T-544/15


� Sentencias T-1246 de 2008, T-737 de 2007, entre otras.


� Sentencia T-289 de 2005 y T-996 de 2003. En este pronunciamiento, la Corte se refirió a la configuración de un defecto procedimental como consecuencia de la violación del derecho derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales “al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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